Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 22 minutos.) 


-La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a una representación del Colegio de 
Abogados del Uruguay, que ha sido convocada a efectos de escuchar su opinión sobre el proyecto de 
ley relativo a Sociedades Anónimas y en comandita por acciones, por el que se establecen normas 
para la depuración de sociedades inactivas y para la identificación de titulares de participaciones 
patrimoniales al portador. 


La delegación que nos visita está integrada por el Vicepresidente del Colegio de Abogados 
del Uruguay, doctor Ricardo Mezzera, y por los doctores Diego Gamarra y Eugenio Xavier de Mello, 
dos juristas que todos conocemos, no solo por sus condiciones sino, además, por el hecho de que 
tienen una carga genética jurídica impresionante. 


Obviamente, todos son muy bienvenidos y con mucho gusto escucharemos su opinión. 


SEÑOR MEZZERA.- El Colegio de Abogados del Uruguay está muy agradecido por el hecho de que se 
haya aceptado su solicitud de visita a esta Casa. Asimismo, está agradecido con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, pues en el proceso de elaboración de este proyecto de ley se nos consultó y 
hemos visto, con mucho agrado, que varias de las sugerencias que planteamos fueron recogidas. De 
todas formas, nos pareció que valía la pena conversar un poco con los integrantes de la Comisión 
sobre algunos otros aspectos, así como también plantear ciertas inquietudes que aún persisten. 


Si el señor Presidente está de acuerdo, solicitaría al doctor de Mello que profundizara un 
poco más en esas cuestiones. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Muy buenos días. 
Comparto el agradecimiento del doctor Mezzera por habernos recibido en el día de hoy. 


Hace ya bastante tiempo que -como bien decía el doctor Mezzera- el Colegio fue consultado 
sobre un primer anteproyecto del Ministerio de Economía y Finanzas, ante lo cual se dio una opinión 
fundada y se efectuaron diversas propuestas de modificación, siendo muchas de ellas atendidas, cosa 
que ha limitado y acotado considerablemente la exposición a efectuar en el día de hoy. 


En otras palabras, creemos que el proyecto de ley, tal como fue presentado, contiene 
mejoras sustanciales respecto del anteproyecto original, aspecto que limita las objeciones que 
eventualmente podrían formularse. 


Seguidamente no haremos una reflexión sobre cada uno de sus aspectos ni un análisis 
detallado del articulado -que los señores Senadores conocen perfectamente- sino que nos centraremos 
en algunos puntos sobre los que puede ser útil efectuar alguna puntualización, con un espíritu de 
respeto por el trabajo de los integrantes de la Comisión y de los funcionarios del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


En la exposición de motivos se afirma que uno de los objetivos del proyecto de ley es 
depurar la plaza de sociedades inactivas, hecho que no necesariamente ha de ocurrir como 
consecuencia de lo que en su texto se establece. Eso es así, en primer lugar, porque en vez de enfocar 
y de encarar en forma directa el problema de la inactividad -como se hace en otros ordenamientos 
jurídicos del Derecho Comparado al establecer, por ejemplo, que las sociedades se disuelven por su 
inactividad continuada- se toma un indicador a ese respecto, que es la no inscripción, la no declaración 
de la identidad de los accionistas titulares de acciones al portador a su sociedad y de esta al Banco 
Central. Se toma, pues, el incumplimiento de esa carga como un indicador de inactividad, pero es 


bueno recalcar que no necesariamente hay una identificación de sociedades no declarantes y 
sociedades inactivas. En definitiva, puede haber sociedades que no se han inscrito, que no se han 
declarado, que no han declarado los accionistas la titularidad de las acciones ni la sociedad la de sus 
accionistas y, sin embargo, están operando, aunque con limitaciones dadas por la falta de certificados 
o de otro orden. 


Por otra parte, hay sociedades integradas por titulares de acciones al portador que se han 
identificado y que no tienen actividad. Se trata, por ejemplo, de las que se limitan a ser titulares de 
inmuebles o a ser utilizadas para una operación puntual y luego quedan totalmente inactivas. Por eso, 
en otros países se ha enfocado directamente el tema de la inactividad y se lo considera como un 
demérito a los efectos de mantener ese privilegio que es la personería jurídica, que es retirada cuando 
se demuestra que la entidad no realiza ninguna actividad real. 


Ahora bien, como decía, el camino del proyecto de ley es otro, hecho que quizás pueda 
entenderse en la medida en que responde a la necesidad de complementar y de reforzar lo establecido 
en la Ley N* 18.930 con relación a la identificación de los titulares de participaciones al portador, pero 
sobre todo en el marco de la necesidad de cumplir con determinadas exigencias de la OCDE a través 
del Foro Global sobre la Transparencia y el Intercambio de Información con Fines Fiscales, vinculadas 
con la convergencia técnica en materia de intercambio de información fiscal. Incluso se ha planteado la 
conveniencia o la necesidad de que se identifique a los tenedores de acciones al portador. Entonces, 
nuestro país opta por un camino intermedio y, en lugar de nominarlas, mantuvo las acciones al portador 
con registro, hecho poco frecuente en el Derecho Comparado pero que cumple, en principio, con el 
estándar del Foro. 


Quiere decir que la preocupación central de evitar la existencia de una enorme cantidad de 
sociedades cuyos accionistas no son conocidos, de sociedades que no funcionan, están inactivas o 
que funcionan pero que en definitiva no se han declarado, puede crear una especie de agujero negro 
en cuanto al requisito que se plantea desde afuera en el sentido de que todos los titulares de acciones 
al portador o de participaciones patrimoniales al portador sean identificados. Como existe una enorme 
masa de sociedades que están en esa situación no muy clara -incluso, muchas de ellas han dejado de 
operar hace muchos años, no tienen activos ni pasivos, no han terminado con la liquidación, no se ha 
dado clausura en la Dirección General Impositiva o, por distintos motivos, no se ha comunicado la 
cancelación al Registro Nacional de Comercio- y no han podido cumplir con la identificación de los 
titulares de sus participaciones, puede crearse un espacio en el cual se nos diga: «Ustedes no están 
cumpliendo; acá hay una cantidad de personas titulares de acciones que no se han identificado», y, por 
lo tanto, se nos descalifique en ese aspecto. Entonces, siendo posiblemente esa la intención principal, 
quizás no se abordó el tema de la inactividad como un demérito que debería ser sancionado. 


A continuación haremos algunos comentarios muy puntuales con respecto al articulado del 
proyecto de ley. 


El artículo 1% señala que las Sociedades Anónimas y en Comandita por Acciones que no 
cumplan en un plazo de noventa días con la obligación de informar, se disolverán. Dice «que no 
cumplan», pero en realidad la expresión debería ser «que no cumplan o no hubieran cumplido», porque 
podrían haber cumplido antes con esa información o con parte de ella. Como se dice que hay que 
identificar por lo menos un 50% de las participaciones patrimoniales emitidas al portador y quizás parte 
de ese porcentaje ya se haya informado, entiendo que la expresión debería ser: «que cumplan o hayan 
cumplido en todo o en parte» con identificar ese porcentaje de accionistas porque, de lo contrario, 
estaría dándose una situación ilógica y no equitativa si, insisto, antes declararon parte de esa 
participación. Esa es la interpretación que daríamos a este artículo en caso de que no se modificara; es 
la única lógica. Me parece que no está bien que se exprese «que no cumplan» con declarar el 50%, 
porque quizás ya lo hicieron, o declararon el 40% y les bastaría con completar ese porcentaje. 


En el mismo artículo me merece dudas la referencia a la obligación de información de la 
sociedad. Según la Ley N* 18.930 la sociedad está obligada a retrasmitir la información que recibe de 
sus accionistas; no está obligada a informar sobre la identidad de sus accionistas al portador, en 
principio porque no los conoce, ni tiene por qué. La citada Ley exige que todas las declaraciones que la 
sociedad reciba de sus accionistas, identificándose, las debe incluir en una declaración global al Banco 


Central. No obstante, entiendo que identificar a los accionistas no es una obligación; en todo caso, si 
se estableciera, sería una obligación de imposible cumplimiento, porque precisamente por tratarse de 
acciones al portador la sociedad no tiene cómo conocerlas si no se las declaran. Además, la Ley N* 
18.930 es muy clara en cuanto a que establece el procedimiento por el cual se hacen estas 
declaraciones: primero el accionista declara a la sociedad y, luego, lo recibido es retrasmitido por la 
sociedad al Banco Central. 


Volviendo a la observación respecto a «que no cumplan en un plazo de 90 (noventa) días» - 
teniendo en cuenta lo que se haya cumplido- acabo de advertir que, de alguna manera, eso se salva 
con el inciso segundo del artículo 1% en cuanto valora lo que se ha cumplido. De alguna manera, se 
aclara y también se agrega que se computan «las participaciones patrimoniales nominativas y 
escriturales», lo que permitiría interpretar el inciso primero en el sentido correcto. 


Creo que tiene razón el señor Presidente en cuanto a que este punto estaría corregido por lo 
establecido en el inciso segundo del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que es lógico que no se tenga en cuenta lo que se cumplió aunque 
fuera parcialmente. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Claro, no tendría ningún sentido. 


El comentario que hicimos aplica a la primera versión del proyecto de ley; esta comunicación 
la recibimos hace un día y medio y tratamos de repasar el nuevo texto. Sin embargo, creo que vale la 
pena mencionar lo siguiente. El señor Ministro de Economía y Finanzas, en una comparecencia ante 
esta Comisión, dijo que la finalidad de que se pida por lo menos el 50% es la de identificar a los 
accionistas que controlan la sociedad. Quería señalar que quizás eso no se logre por esta vía 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, voy a hacer una aclaración para evitar confusiones. 


De acuerdo con lo que me ha trasmitido la mayoría de la Bancada en base a las 
conversaciones que ha mantenido con el Ministerio de Economía y Finanzas, el proyecto de ley que 
estamos tratando -que es el que tienen en su poder- contiene una modificación al artículo 16 que fue 
sugerida por el propio Ministerio, y ese texto es el que tiene la intención de aprobar el oficialismo. Si no 
tienen esa propuesta de modificación, se la vamos a entregar ahora. 


Pido al doctor Xavier de Mello que continúe con la argumentación que estaba esgrimiendo, 
ya que estaba algo distraído. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Lo que venía diciendo es que uno de los argumentos que se dio para 
justificar la exigencia de por lo menos el 50% es la de poder identificar al grupo de control de la 
sociedad, es decir, a los accionistas que tienen el control de la sociedad. En mi opinión, no 
necesariamente por esta vía se va a lograr identificar a ese grupo de control, porque podría ocurrir que, 
por ejemplo, una persona que tiene el 51% de las acciones declare solamente el 1%, con lo cual con el 
49% restante se llega a tener el 50%. Entonces, lo que se está haciendo es ocultar al verdadero 
controlador, que es el que tiene el 51% y participa del 50% declarado solo en un 1%. Otra posibilidad 
que puede darse es que una persona que tiene un porcentaje accionario pequeño -que no llega al 
50%- haga un sindicato de accionistas con quienes poseen el resto de las acciones y no se han 
identificado pero mediante ese sindicato de accionistas tendrían el control real de la sociedad. 


Esta es simplemente una precisión que pone de manifiesto que existe la posibilidad de que 
no se llegue a identificar al grupo de control por un aspecto puramente formal, como es el de poseer el 
50% más uno. También es sabido que, en materia societaria, muchas veces hay grupos que no llegan 
al 50% y por el ausentismo de los accionistas mayoritarios tienen el control efectivo de la sociedad. Por 
eso cuando la Ley de Sociedades Comerciales se refiere al control, habla del control por 
participaciones sociales o accionarias o en mérito a especiales vínculos, porque a veces hay vínculos 
que no son de mayoría societaria y, sin embargo, permiten que una sociedad ejerza el control sobre 
otra. De todas maneras, esta es una precisión complementaria. 


Con respecto al tema de los efectos de la disolución, el artículo 2* se refiere a los efectos de 
la disolución previstos en la Ley N” 16.060, de Sociedades Comerciales, sin perjuicio de alguno 
especial que menciona. Si analizamos los efectos de la disolución, veremos que obviamente implican 
el ingreso a la etapa de liquidación de la sociedad, en la cual deben cumplirse determinados pasos que 
establece la Ley N* 16.060. Lo que aquí se pretende decir es que se celebrará una asamblea 
extraordinaria, la que designará al liquidador y aprobará el balance inicial y el inventario, y toda la 
liquidación deberá estar terminada en un plazo de 120 días. Pero si analizamos las normas de la Ley 
N* 16.060 sobre liquidación, veremos que no es nada fácil llegar a cumplir con esas etapas en un plazo 
de 120 días, si realmente hay activos o pasivos, o alguna situación a considerar. De hecho, la propia 
Ley de Sociedades Comerciales establece plazos mucho mayores para presentar los balances o lo 
referido a las posibles impugnaciones por los propios accionistas. Francamente, resulta muy difícil 
imaginar cómo puede lograrse todo eso en 120 días en todas las sociedades; quizás en algunas se 
pueda, pero en otras no es nada fácil y tampoco se prevé ningún tipo de prórroga, ni siquiera por 
razones fundadas. 


El artículo 3% establece que las sociedades deberán celebrar una asamblea extraordinaria de 
accionistas. La disposición se refiere a las sociedades anónimas y en comandita por acciones. Quería 
señalar que, con respecto a las segundas, la ley no establece la existencia de asambleas ordinarias o 
extraordinarias; solamente menciona una vez a las asambleas, aunque se podría interpretar -por 
interpretación extensiva- que se les aplican las normas de las sociedades anónimas. El artículo dice 
que «las sociedades deberán celebrar» -es una obligación de la sociedad- mientras que en el ante 
proyecto se establecía que el administrador estaba obligado a convocar la asamblea, lo que parecía 
ser bastante lógico porque, en principio, quien convoca a las asambleas es el Directorio o los 
administradores. Pero, en este caso, simplemente se dice «deberán celebrar». ¿Qué pasa si el 
administrador no pide la convocatoria? Podrán solicitársela a los administradores accionistas que 
representen por lo menos el 20% del capital integrado, según lo que establece el artículo 344 de la Ley 
N* 16.060. Un porcentaje menor no podría pedirla; pero, además, si el administrador no convoca la 
asamblea, el accionista que tiene un 20% tendrá que solicitárselo al Juez y este tiene la posibilidad de 
convocarla directamente, pero debe transcurrir un período de cuarenta días para comprobar que 
efectivamente no se ha convocado la asamblea solicitada por el socio. Quiere decir que todo esto 
está en manos del administrador; es el administrador quien convoca la asamblea, esta no se 
autoconvoca. Es muy discutido que se pueda autoconvocar y, aunque pudiera hacerlo, en sociedades 
donde hay varios accionistas habría que ver si eso sería viable en la práctica. 


Luego, el mismo artículo señala: «En caso de no lograrse el cuórum para sesionar o la 
mayoría necesaria para resolver conforme a las disposiciones legales y estatutarias aplicables, el 
balance e inventario se tendrán por aprobados». Este también es un procedimiento tendiente a dar 
más rapidez y agilidad al mecanismo de la liquidación. Pero dice: «la mayoría necesaria para resolver» 
y no aclara para resolver en qué sentido. Planteo esto porque podría haber cuórum para sesionar y 
para resolver, pero que la resolución fuera negativa, es decir, que no se aprobara el inventario o el 
balance. Imagino que la intención de los proyectistas de este texto fue que, si no se aprueba, se tiene 
por aprobado, pero lo que se menciona como presupuesto, en el sentido de que se aplique esta 
consecuencia de tenerlos por aprobados es que no haya cuórum para sesionar o mayoría para 
resolver. La pregunta que me hago es: ¿qué ocurre si hay cuórum para sesionar y mayoría para 
resolver, pero esa mayoría resuelve no aprobar el inventario o el balance inicial? ¿También tenemos 
que considerarlo fictamente aprobado? En ese caso, no tendría sentido pedir que intervenga la 
asamblea porque sería totalmente inútil. Estaríamos dejando todo el tema en manos del administrador. 
Si estamos dándole la opción a la asamblea de que intervenga es para que ejerza sus competencias y 
se pronuncie en el sentido que le parezca más pertinente, es decir, aprobando o rechazando el 
inventario y el balance presentados por el administrador. 


SEÑOR COURIEL.- Si no hay mayoría para resolver, no hay mayoría ni para aprobar ni para reprobar. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- En ese caso sí, pero puede haber mayoría para resolver y que esa 
mayoría no apruebe. Ese es el punto. 


SEÑOR COURIEL.- Si hay mayoría para resolver y no aprueba, ¿qué quiere decir que no aprueba? 
¿Quiere decir que vota negativo? 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Exacto. 
SEÑOR COURIEL.- Si vota negativo, se resolvió. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO..- Sí, pero en ese caso, ¿habría o no aprobación ficta de ese balance o 
inventario? Si no lo hubiera, tendríamos un problema porque no está resuelto cómo sigue el 
procedimiento. La asamblea se pronunció negativamente, el administrador ya hizo su trabajo, presentó 
el balance y el inventario, y no fueron aceptados. En la Ley de Sociedades Comerciales se prevén, 
como recién decía, procedimientos de impugnaciones que pueden demorar muchísimo tiempo sobre 
este balance inicial e inventario, pero acá no se prevé ningún tipo de impugnación aunque lógicamente 
es viable porque los tribunales no van a rechazar de plano ninguna impugnación que se plantee sobre 
un balance o sobre un inventario y, mientras tanto, sigue transcurriendo el plazo de 120 días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siguiendo el razonamiento del señor Xavier de Mello, la duda que surge del 
artículo es si se puede establecer por ley que, reunida la asamblea extraordinaria y aun cuando las 
mayorías se pronuncien en contra del balance e inventario, estos se tengan por aprobados. Da la 
impresión que, como el señor Xavier de Mello muy bien dijo, el artículo pretende que se convoque a 
asamblea extraordinaria para aprobarlos y, si no hay cuórum o sí lo hay pero no se logra la mayoría 
necesaria, se tendrán por aprobados de igual forma. Parecería que el proyecto de ley impone que 
tienen que aprobarse el balance y el inventario. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- En realidad, se le estaría dando al administrador una nueva facultad, 
excluyendo de ella a la asamblea, lo cual, en definitiva, es una modificación de lo establecido en la Ley 
de Sociedades Comerciales para este caso puntual. La ley podría atribuirle a un determinado órgano 
una facultad que, en otras situaciones, las tienen otros órganos. En conclusión, sería una modificación 
de la Ley de Sociedades Comerciales para este caso. 


Lo que más me ha generado preocupación es determinar qué ocurre si hay una decisión 
negativa de la asamblea en este sentido y cuáles serían los pasos a seguir, porque me parece que no 
podría interpretarse que se tiene por aprobado fictamente si el propio órgano competente -que ha sido 
convocado a esos efectos- se pronuncia en forma negativa. Entonces, ¿cuál es el siguiente paso? 
Quizá que esa asamblea designe un nuevo administrador o le dé instrucciones al administrador -que 
en realidad es un liquidador porque ya está en la etapa de liquidación- para que confeccione el balance 
y el inventario de otra forma, lo que llevará un trabajo que también insumirá cierto tiempo. Luego se 
convocará a una nueva asamblea que tendrá que aprobarlo, pero también podrá no hacerlo. El 
problema es que los ciento veinte días seguirán corriendo y es un plazo realmente muy exiguo, sobre 
todo si consideramos que por el artículo 4, el hecho de que venza el plazo sin haberse terminado la 
liquidación implica el cobro de una multa nada menos que del 50% de los activos que tiene esa 
sociedad. Esto generaría una enorme presión en lo que tiene que ver con los tiempos, cargaría una 
enorme responsabilidad sobre los administradores -tema al que se referirá el doctor Gamarra- y, sobre 
todo, nos enfrentaría a una tarea que puede llegar a ser imposible o casi imposible de realizar, no 
solamente porque hacer un balance o un inventario puede llevar cierto tiempo o porque la asamblea 
pueda rechazarlo -y eso abriría una nueva instancia- o porque pueda haber impugnaciones judiciales, 
sino también porque hay otras etapas del procedimiento que deben cumplirse por estar establecidas en 
la Ley N* 16.060 y también llevan tiempo. 


En definitiva, lo vemos como algo ilusorio, agravado por el hecho de la multa que se estaría 
cobrando. Se establece una sanción muy grave para algo difícil de cumplir. Considero que hay una 
cierta desproporción entre la entidad de la pena y la eventual inculpabilidad de la infracción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sería muy bueno que, culminada esta sesión de la Comisión, en 
aquellos puntos más sensibles y más importantes, donde se necesita además una cierta coherencia, 
nos hagan llegar la redacción adecuada, porque de repente sin modificar el espíritu del proyecto de ley 
se puede corregir la redacción y, de esa manera, hacer que el instrumento funcione mejor. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Con gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin perjuicio de ello -obviamente, no tengo los conocimientos que ustedes 
tienen en esta materia- quiero preguntar lo siguiente. El artículo 3% parte de la hipótesis de un 
incumplimiento. Entiendo que no es una norma con carácter general para todas las sociedades. Las 
sociedades incumplieron en proporcionar la información que se les exigía. En consecuencia, 
corresponde tomar alguna medida para su disolución, y allí se establece el plazo. En tanto 
incumplieron, tienen que convocar a asamblea extraordinaria para aprobar el balance y el inventario y, 
en consecuencia, seguimos en la etapa de la liquidación a través de los administradores. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Exacto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora bien, si no convocan, quedan aprobados el balance y el inventario y la 
liquidación sigue a través de los administradores; y si convocan, la única decisión que pueden tomar -y 
aunque no la tomen, así va a ser- es aprobar el balance y el inventario, porque así lo impone la 
normativa en este artículo. Esa es la interpretación que yo le doy. 


Con respecto al artículo 4% es correcto lo que dice el doctor Xavier de Mello en el sentido de 
que el plazo es exiguo, pero también creo que no se le podrán aplicar multas de esa naturaleza si el 
incumplimiento es consecuencia de factores ajenos a la voluntad del administrador o de la sociedad. Si 
se demoró determinado tiempo en convocar a la asamblea extraordinaria -y son más de 120 días- es 
ahí donde de pronto cabría alguna modificación. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Un pequeño retoque, tal vez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Claro; se le pondrá la multa, pero siempre y cuando haya un incumplimiento 
notorio de parte de los que tienen que actuar, porque si no se los va a dejar seguir actuando. No sé si 
la interpretación es correcta con relación al artículo 3% donde hay una imposición legal de la 
aprobación del balance y del inventario, de manera de facilitar la liquidación por el administrador. 
Además, después viene el problema del administrador, porque los contadores hicieron mucho hincapié, 
entre otras cosas, en que no se puede ir. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Precisamente, le comentaba al doctor Gamarra que hace unos años 
publiqué un artículo titulado «La renuncia no aceptada de los Directores de las Sociedades Anónimas». 
Es una situación dramática. A veces el Director está en una situación de rehén, como decían los 
contadores. 


Con muchísimo gusto, señor Presidente, les vamos a hacer llegar las propuestas. 


De todas formas, quisiera decir algo más sobre la multa. ¿Cuál es el problema? En este 
sentido, me voy a referir a una broma que hicimos cuando ingresamos, hablando de los miembros 
presentes y los ausentes. Hay dos tipos de accionistas con acciones al portador: los que se 
presentaron en tiempo a la sociedad para informar -lo que fue retrasmitido al Banco Central- y los que 
no se presentaron. El problema es que esos que se presentaron pueden no llegar al 50%; pueden 
llegar al 49%, pero no al 50%. En ese caso, como no cumplieron con el 50%, parecería que la sociedad 
se va a disolver, lo que también, de alguna forma, es incentivado por la ley cuando establece que si las 
sociedades se disuelven, quedan eximidos, tanto la sociedad como los accionistas, de las multas y 
sanciones que se les han aplicado. El proyecto estaría orientado a decir «preferimos que disuelvan», 
pero el problema es la relación entre los accionistas. Por ejemplo, tenemos un accionista que se 
presentó en tiempo y forma y que declaró sus acciones, que pueden llegar al 49%, pero no tiene el 
50% y entonces no puede cumplir. Como resultado, la sociedad se va a disolver, y si eso ocurre, este 
accionista que cumplió con todas sus obligaciones se puede ver muy perjudicado. Pensemos que quizá 
se trata de un emprendimiento en marcha, porque tiene un valor llave que se puede perder. Entonces, 
en la medida en que la disolución implica la parálisis productiva de la sociedad, este accionista pierde 
una participación en una empresa en marcha y pasa a tener un crédito por una parte del resultado de 
la liquidación, que puede ser mayor o menor, sobre todo si la sociedad tenía posibilidades futuras que 
incrementaran su desempeño. Sucede que, en definitiva, quienes tienen la llave para imponerle este 
perjuicio a ese accionista son los que tienen el resto de las acciones, es decir, los que no cumplieron. 


Por otra parte, como la sanción del 50% es sobre la sociedad -no sobre los accionistas- este 
accionista no solo se va a ver enfrentado a que la sociedad se va a disolver -cuando él cumplió con 
todas sus obligaciones y no tiene interés alguno en que la sociedad que integra se disuelva, porque 
está funcionando adecuadamente- sino que además va a tener que soportar económicamente la 
pérdida del 50% de su cuota de liquidación por algo que es absolutamente ajeno a su voluntad y que 
no pudo evitar. Me parece que esa es una consecuencia excesiva que, en lo personal, revisaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un caso más grave todavía: hay accionistas que no van a aparecer 
nunca, porque no se sabe quiénes son, o desaparecieron. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Sin duda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ese pobre accionista que cumplió no tiene ninguna posibilidad de 
presionar a nadie. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Exactamente, no tiene posibilidad alguna. 


Precisamente, en el informe que presentamos el año pasado al Ministerio de Economía y 
Finanzas, una de las propuestas que hacíamos era que se tuviera presente la situación -que a veces 
se da- de accionistas con acciones al portador que han desaparecido; muchas veces ni ellos mismos 
saben que son accionistas, porque hay sucesiones, fallece gente, se fueron del país o simplemente no 
tienen interés. En definitiva eso genera todo un problema. En los estatutos de algunas sociedades he 
visto que se establece, por ejemplo, una especie de retroalimentación y que los dividendos que se 
deberían haber abonado a esos accionistas -a los que ni siquiera hay cómo pagarles porque no se 
sabe quiénes son, con lo que habría que consignar ese dinero- vencido un plazo de caducidad del 
derecho de esos accionistas al cobro, regresan a la sociedad para que vuelvan a ser distribuidos, con 
lo cual se produce un efecto espiral por el cual el año próximo ese dinero va a ser parte del activo y va 
a volver a ser distribuido; otra vez se planteará la misma situación y, eventualmente, ese porcentaje se 
va a ir achicando. Nosotros proponíamos que ese mismo mecanismo se aplicara a la cuota de 
liquidación. Si no hay accionistas conocidos a quienes entregarles la cuota de liquidación, que pueda 
serle atribuida a los demás accionistas. Esa es una solución posible y la otra es un mecanismo ágil de 
consignación, pero ese dinero se va a perder si nadie se presenta a reclamarlo. De todas maneras, 
esta es una disquisición al margen. 


También hemos hecho algunas precisiones de carácter gramatical o de redacción, pero son 
de menor importancia. En todo caso si a los señores Senadores les parece útil, se las podemos enviar 
para que las tengan presente. Por ejemplo, cuando se dice «se presumirán» debería decir «se 
presumirá». Son cosas menores, pero que de repente pueden contribuir a una mejor y más prolija 
redacción. 


Hay algún problemita en el tema de la inscripción de la disolución que se produce en función 
del artículo 1%, es decir, por la no presentación de la información sobre el 50% o más de las 
participaciones. En su artículo 9% el proyecto dice que la Dirección General Impositiva comunicará a la 
Dirección General de Registros los datos para identificar las sociedades disueltas de pleno derecho, 
pero a su vez, como la disolución se produce de pleno derecho, puede haber un vacío en el período 
que va desde que se disolvió de pleno derecho y el momento en que la Dirección General Impositiva, 
enterada de esa disolución, hace la notificación a la Dirección General de Registros y esta implementa 
la inscripción. Podría haber un problema registral, para información de los terceros, en cuanto a si la 
sociedad está disuelta o no. Parece que siempre conviene que la efectividad de la disolución frente a 
terceros sea desde el momento de la inscripción. Ese es el principio general, aunque la norma no lo 
dice expresamente, pero se sobrentiende la necesidad de inscribir la disolución por este artículo 9*. 


De todos modos, quiero llamar la atención sobre la posibilidad de que quede un período no 
cubierto entre el momento en que se produce la disolución de pleno derecho y la inscripción. Quizá 
podría ser útil aclarar que, frente a terceros, los efectos de la disolución recién van a darse a partir de 
la inscripción. También se podría establecer un plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, se produce la disolución de pleno derecho, pero no es válida 
frente a terceros. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Sería así. También hay un caso en que la disolución de pleno derecho 
no se inscribe: por vencimiento del plazo. Cuando se produce el vencimiento de plazo de la sociedad, 
esta se disuelve y no se inscribe porque ya estaba inscripto el contrato en el cual estaba el plazo. En 
ese caso los terceros tienen cómo conocer la situación en función de la inscripción original del contrato. 
Pero en este caso los terceros no tienen como enterarse. Es una disolución de pleno derecho, igual 
que la del vencimiento del plazo; o sea que es ¡pso ¡jure -se produce automáticamente- pero los 
terceros no tienen cómo saber si se han presentado o no para declarar en determinado plazo la 
identidad de los accionistas. Por lo tanto, se me plantea la duda de si podemos asimilar esta situación 
a la del vencimiento del plazo -es decir que frente a terceros los efectos de la disolución se producen 
con la propia disolución- o si, con base en la regla general, los efectos frente a terceros se producirán 
recién cuando se inscribe. Creo que es preferible esta última interpretación. Incluso, hay un artículo al 
respecto en la norma -y pido disculpas nuevamente por la premura con que debimos repasar la norma- 
en cuanto a que se aplica el artículo 54 de la Ley de Registros a las inscripciones, lo que determina 
que la oponibilidad frente a terceros de los actos inscriptos se produzca, precisamente, desde el 
momento de la inscripción. 


Concretamente, el artículo 10 del proyecto establece: «Los efectos de la publicidad registral 
de las inscripciones contenidas en la presente Ley serán los establecidos en el artículo 54 inciso 1 de 
la Ley N* 16.871, de 28 de setiembre de 1997». Creo que de esta disposición podría extraerse la 
conclusión de que los efectos frente a terceros serían desde la inscripción. La regla general en materia 
societaria es la de que los efectos son desde la inscripción, pero aquí no se dice directamente, más allá 
de que se podría derivar esa conclusión de esta referencia al artículo 54 de la Ley de Registros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay que tener presente que se trata de un principio general. 
SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Exactamente, se trata de un principio general del Derecho Registral. 


Reitero que en el caso del vencimiento del plazo hay información registral, porque el plazo 
figura en el contrato inscrito. 


SEÑOR MEZZERA.- Estamos creando un régimen excepcional. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- También muy brevemente quiero referirme a la situación que se 
presenta luego de vencido el plazo en algunos aspectos puntuales. 


El artículo 16 establece que, vencido el plazo de 120 días previsto para la liquidación: «a) el 
Banco Central del Uruguay solamente admitirá las declaraciones juradas a que refiere el inciso 
segundo del artículo 6* de la Ley N* 18.930, de 17 de julio de 2012, que contengan información relativa 
al 100% (cien por ciento) de las participaciones emitidas por las entidades a que refiere dicho artículo». 
En principio esto nos preocupó porque una vez más nos planteamos cómo es la relación interna de los 
accionistas. Algunos han cumplido con todo lo que les ha impuesto la ley, y otros no. A partir de los 120 
días, ese accionista que mencionábamos hoy, que se inscribió, se verá afectado por una disolución en 
la que no tuvo ninguna responsabilidad y también porque la sociedad deberá pagar una multa. Cuando, 
tardíamente, va el otro accionista -el incumplidor- a inscribirse, solo podrá hacerlo si se trata del 100%. 
Entonces, si tuviera otro porcentaje, no podría. De alguna manera se genera una situación en la cual 
las acciones de determinados accionistas repercuten sobre todos los demás. Reitero: esto nos 
preocupa. 


Confieso que no tuve tiempo de terminar de elaborar este punto, pero advertí que hay otro 
artículo que establece que los accionistas que no se presenten a informar -ni lo hubieran hecho antes- 
serán excluidos de la sociedad -se les liquida su participación, descontándoles la multa, por supuesto- 
por lo cual los que se hayan presentado constituirán el 100%. En principio -disculpen por reflexionar en 
voz alta sobre un tema no suficientemente analizado- me parece que se podría mantener esta 
redacción. Creo que la intención era referirse a las sociedades nuevas o al caso, quizás muy teórico, 


en que una sociedad con acciones nominativas o escriturales, las convierta en acciones al portador. En 
esos dos casos la situación es nueva, la obligación de declarar también y, por lo tanto, se piensa que 
para el futuro, para que no vuelva a darse lo que pasó antes, tiene que presentarse el 100%. De 
cualquier modo, es bueno aclarar que el artículo no lo dice. Se trata de una conclusión que extraemos 
leyendo las declaraciones del Ministro de Economía y Finanzas y la exposición de motivos. 


El literal b) del mismo artículo expresa que se presumirá que son titulares los fundadores o 
antecesores, nominativos, de las entidades que se constituyan o devengan. Por nuestra parte, 
corregíamos la expresión «se presumirán», pues entendíamos que lo correcto era «se presumirá». En 
realidad, debería decir: «Se presumirá que son titulares de las participaciones al portador los 
fundadores o antecesores, nominativos o escriturales de las mismas, de las entidades que se 
constituyan o devenguen obligadas por la Ley N* 18.930». Nos planteamos una hipótesis que también 
es muy peligrosa: hacer recaer la responsabilidad en socios, como si hubieran sido los titulares, que 
quizás hace muchos años, con un régimen jurídico diferente, participaron en la fundación de la 
sociedad y luego no siguieron el itinerario de las acciones emitidas. Lo mismo ocurre con los 
antecesores nominativos o escriturales. Una vez que se desprendieron de las acciones, no siguieron su 
itinerario y tal vez no tengan forma de saber quiénes son los titulares actuales. Insisto: una persona 
que fundó una sociedad hace veinte años, que se desentendió totalmente del tema, que no tiene la 
menor idea de quiénes fueron los accionistas al portador ni cuántas veces esas acciones pasaron de 
mano, resulta que un día se entera de que esta ley lo considera titular de esas participaciones porque 
no hay otra persona para atribuírselas. Parece una consecuencia bastante fuerte. 


Simplemente queríamos hacer esa reflexión. 


Cabe destacar que apoyamos calurosamente algunos artículos del proyecto, como los que 
tienen relación con el hecho de que se permita prescindir del Certificado Único y Especial del Banco de 
Previsión Social y de la Dirección General Impositiva para la inscripción de la cancelación de la 
personería jurídica. Eso nos parece muy atinado, al igual que algunas exoneraciones tributarias que se 
establecen respecto de las adjudicaciones que se hagan a los accionistas del remanente líquido que 
queda en la etapa de liquidación. Sin lugar a dudas, esas normas cuentan con nuestra aprobación. 


Si se me permite, quisiera ceder la palabra al doctor Gamarra, a fin de que haga algunas 
complementaciones sobre el punto. 


SEÑOR GAMARRA.- Ante todo, quiero agradecer que se nos haya recibido y brindado la posibilidad 
de manifestar algunas opiniones sobre la iniciativa que está a consideración. 


Básicamente, quisiera referirme a un problema que es general, que figura en la Ley N* 
16.060 y que se potencia o se agrava especialmente en virtud de lo establecido en este proyecto de 
ley. Me refiero al tema de la renuncia de los directores. Evidentemente, es un problema que tiene que 
ver con el régimen general, en la medida en que para que los administradores o directores puedan 
renunciar, no basta con su mera voluntad -es decir, con su propia decisión de no seguir realizando una 
gestión que no desean realizar- sino que es necesario el consentimiento del órgano social, esto es, del 
directorio, y también puede ser de la asamblea. Cuando se trata de la disolución de sociedades que no 
comunicaron la información recibida de sus accionistas, de acuerdo con la Ley N* 18.930, se puede 
suponer que se trata de un escenario en el cual, en la generalidad de los casos, los accionistas son 
desconocidos o, al menos, actúan de manera indiferente. De ello se desprende que sea 
particularmente grave la situación de régimen general, porque se dificulta extremadamente la 
posibilidad de renunciar. Es decir, de por sí está mal que se requiera el consentimiento de un tercero 
para un acto como es una renuncia, que es esencialmente unilateral; pero es más complejo aun si no 
se puede, por cuestiones de hecho, realizar las gestiones para obtener ese consentimiento. De esta 
manera se da una situación en la que la persona queda como prisionera. El asunto se torna aún más 
grave en la medida en que este proyecto de ley especialmente pone una carga adicional, al menos con 
carácter general -sin perjuicio de que ya vimos que en el artículo 3” se plantean algunas opciones- 
pues le encomienda fuertemente la tarea de la liquidación sin posibilidad de salirse. Entonces, la 
combinación de las dos cosas, con la posibilidad del establecimiento de multas y, eventualmente, 
reclamaciones, deja a la persona en una situación de gran exposición. 


En definitiva, este proyecto de ley pone en evidencia un problema que es más hondo, dada la 
situación específica, pero quizás lo que se establece en el mismo no sea la forma de solucionarlo. La 
raíz del problema está en la Ley N* 16.060; es más, justamente el doctor Xavier de Mello y otros 
profesores han escrito sobre el tema. Efectivamente, creemos que la normativa en materia de 
renuncias planteada en la Ley N* 16.060 contradice lo establecido en la Constitución de la República y 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues atenta muy fuertemente contra la libertad 
en la medida en que uno puede terminar vinculado a una gestión, a una actividad o a un trabajo en 
forma permanente y sin posibilidad de ponerle fin. A mi juicio, se vulnera el artículo 36 de nuestra Carta 
Magna, que refiere a la libertad de trabajo. No puede entenderse que haya razones de interés general 
para admitir una limitación tan fuerte, que puede terminar compeliendo a un sujeto a estar de por vida 
vinculado a una gestión. Esto es más claro si se analiza el Pacto de San José de Costa Rica -la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos- en sus artículos 6.2 y 6.3, que vedan por completo 
el trabajo forzoso. La Convención es muy específica al establecer los supuestos que se admiten, es 
decir, los casos en los cuales se establece a alguien la obligación de trabajar, y eso puede llegar a ser 
admisible. Se trata de casos muy puntuales que deben tener una interpretación muy estricta, como por 
ejemplo, el servicio militar, algunas obligaciones cívicas como participar en una mesa en una elección 
y, en caso de que haya sentencia judicial firme y se trate de una reclusión, el trabajo asociado a esa 
reclusión, siempre que además se cumpla con la normativa en materia laboral. Es decir que está clara 
esta vinculación permanente que la Ley N* 16.060 puede llegar a determinar. En muchos casos no hay 
problema porque, cuando las cosas funcionan normalmente, se obtienen los consentimientos de 
renuncia. Sin embargo, el solo hecho de que exista la posibilidad de que eso no ocurra y de que no 
baste con la sola voluntad de renunciar, deja al director sin una de sus libertades más básicas, como es 
la de no realizar una actividad que no desea -en forma permanente, además, porque no es una 
cuestión temporal- lo que contradice fuertemente la Constitución y la Convención. 


En ese sentido, este proyecto demuestra -una vez más- que el referido problema existe, por 
lo que sería bueno llevar adelante -y, de alguna manera los insto a hacerlo- una reforma de la Ley N* 
16.060 en ese punto. 


Era la reflexión que quería hacer en torno a esta cuestión que, ciertamente, me parece 
relevante porque se relaciona con un tema muy hondo, que es el de la libertad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se le diera la libertad de renunciar, ¿cuál sería la solución? 


SEÑOR GAMARRA.- No estoy pensando en una modificación a este proyecto en concreto -aunque la 
pregunta viene por ese lado- sino con carácter general. 


No era mi propósito hacer una sugerencia de este tipo, pero la ley chilena, por ejemplo, 
permite la renuncia, y basta con la mera comunicación. Reflexionemos acerca de lo que sucede en 
situaciones muy problemáticas o extremas como estas, en las que no se conoce quiénes son los 
accionistas, lo que por otra parte no es muy usual porque el régimen de acciones al portador no es de 
los más difundidos a nivel comparado. Personalmente creo que en el peor de los casos, debería haber 
una intervención judicial y la designación de algún liquidador ad hoc o algo por el estilo. En el caso de 
que la compañía funcione normalmente, lo que va a suceder es que la asamblea -constituida por los 
titulares de las acciones y quienes tienen el mayor interés, ya que el director no hace otra cosa que 
servir y llevar a cabo lo que dispone la asamblea, que es el órgano soberano de la sociedad- va a 
designar a otro en la forma más urgente posible. Cuando no funciona, habría que recurrir a una 
designación ad hoc, probablemente por un Juez. 


Esto es lo que se me ocurre ahora, pero creo que si nos pusiéramos a pensar podríamos 
encontrar otras alternativas. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Con respecto a ese punto hay una posible interpretación de la ley 
vigente -que quien habla postulaba en el artículo que mencionó- consistente en sostener que si se 
convocaba a una asamblea, bastaba con que ella se realizara o llegara la fecha en la que había sido 
convocada, para que quedara efectiva la renuncia no aceptada hasta ese momento. En concreto, la ley 
determina que la renuncia debe ser aceptada por el directorio siempre que no perjudique su normal 
funcionamiento, es decir que si lo perjudica no se la va a aceptar. Además, dice que, en cualquier caso, 


si la rechaza, el director queda en el cargo hasta que la próxima asamblea se pronuncie. Ante esta 
situación, pueden pasar muchas cosas: en primer lugar, que el Directorio, como órgano, no convoque a 
la asamblea; en segundo término, que la convoque y no se reúna o que el tema no esté en el orden del 
día, y, por último, que la asamblea se reúna y discuta el tema, pero no acepte la renuncia. En todos 
esos casos, parecería que el director queda atrapado en una situación dramática. Por un lado, puede 
ser que no se le esté pagando su dieta y tenga que trabajar sin cobrar, generando, a la vez, 
responsabilidades. Puede ser que el directorio esté asumiendo una política de conducción que él no 
comparte, lo que lo obliga a estar constantemente dejando constancia en actas de sus discrepancias, 
sin tener forma de salir del directorio si la asamblea no se pronuncia, según se interpreta, autorizando 
su salida. 


Es por todo esto que proponíamos esa interpretación a que hacía referencia el doctor Diego 
Gamarra -que comparto totalmente- basada en principios constitucionales. 


En cuanto a la posibilidad de establecer que el Juez hiciera la designación, hay que tener en 
cuenta que la intervención judicial es siempre transitoria y cuando vence el plazo, si los accionistas no 
designan un director, vuelve a plantearse el mismo problema. A su vez, con la ley vigente, la 
intervención solo puede ser pedida por un socio y el director puede no ser accionista, en cuyo caso no 
podría pedirla a fin de que él mismo fuera sustituido. Si pudiera pedirla, tendría que afrontar los costos 
de ese interventor, todo lo cual resultaría muy perjudicial para él. 


En mi concepto, la solución podría ser establecer que el director que quiere renunciar está 
autorizado, por ese solo motivo, a convocar a la asamblea. En principio, la asamblea debe ser 
convocada por el órgano directorio y no por el director, pero en este caso sería bueno autorizar a que 
un director pueda convocar a la asamblea para que se considere su renuncia y establecer que, si la 
asamblea no se reúne, se vota en contra o directamente no se incluye el punto en el orden del día, 
igualmente queda efectiva la renuncia. Lo planteo porque para compatibilizar el interés de la sociedad 
de tener una cabeza y el del director de renunciar, es importante que la asamblea se pronuncie y tenga 
la oportunidad de sustituir a ese director. De esta forma, en la medida en que la asamblea haya sido 
debidamente convocada, si los accionistas no se reúnen o se reúnen pero no designan un sustituto, la 
responsabilidad recaerá sobre esos accionistas y sobre la sociedad y no sobre el director renunciante. 
Esa podría ser una fórmula. 


Celebro que la propuesta del doctor Gamarra haya despertado el interés del señor 
Presidente y creo que también de los demás señores Senadores. Es una posibilidad muy interesante y 
nosotros, como Colegio de Abogados, nos ofrecemos con muchísimo gusto a presentar alguna 
iniciativa en ese sentido. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Para los que no somos especialistas en el tema, este es un proyecto de ley muy 
técnico, muy específico y refiere a situaciones concretas. 


La exposición de motivos comienza diciendo: «La Ley N* 18.930, de 17 de julio de 2012, 
estableció la obligación de identificación de los titulares de participaciones patrimoniales emitidas al 
portador». Luego aporta las cifras de los que cumplieron con sus obligaciones y los que no lo hicieron, 
y más adelante agrega: «Entre el conjunto de sociedades clausuradas de oficio por la DGl pueden 
encontrarse, entre otras, aquéllas que fueron utilizadas con fines instrumentales o que sirvieron 
transitoriamente para proceder al cambio de la propiedad de determinados bienes. Esta conclusión se 
fundamenta en el propio desinterés de los accionistas en cumplir con sus obligaciones fiscales. 


Esta significativa acumulación de sociedades anónimas con una situación patrimonial 
incierta, que no han cumplido con las obligaciones de identificación de los accionistas de conformidad 
con la Ley N* 18.930, genera inconvenientes para la tarea de efectuar controles en materia tributaria, 
comercial, registral, y para la prevención sobre el lavado de activos y financiamiento al terrorismo». 


Creo que este proyecto de ley, que desarrolla, digamos, las consecuencias de la Ley N 
18.930 con relación al cumplimiento de los titulares de las sociedades, es de mucha importancia y hace 
que aquella ley cumpla sus cometidos. Al mismo tiempo, veo que se plantea que se hizo funcionar una 


Comisión donde todos los organismos involucrados participaron en la redacción del proyecto y se 
agrega que se comunicó al Colegio de Abogados del Uruguay, al Colegio de Contadores, Economistas 
y Administradores del Uruguay, y a otros organismos. 


Hoy hemos contado con la presencia de una destacada delegación del Colegio de Abogados 
integrada por especialistas en esta materia y nos parece de recibo el argumento de que la 
comunicación se hizo hace muy pocos días, naturalmente tienen otras obligaciones y estudiar estas 
leyes, incluso para los especialistas, resulta de cierta complejidad. De manera que hacemos nuestra la 
propuesta que ha hecho el señor Presidente de la Comisión en cuanto a solicitar la colaboración de 
nuestros visitantes para la redacción de las normas que ellos han mencionado y quizás de otras que, 
en un estudio más minucioso del proyecto, entiendan que es conveniente modificar. En ese sentido, 
adelantamos que vamos a estar atentos a las sugerencias que nos hagan. Naturalmente, recibidas las 
sugerencias y antes de aprobar el proyecto de ley, haremos las consultas pertinentes a los organismos 
correspondientes. 


Hago estas consideraciones para dar un pequeño marco de referencia a mi intervención. 
Además, debo decir que valoramos mucho vuestra comparecencia, la experiencia que sabemos que 
tienen en la materia y los aportes que nos puedan hacer para que sea un ley que, cumpliendo con las 
finalidades que el Poder Ejecutivo le encomienda y que están plasmadas en la exposición de motivos, 
técnicamente sea la más apropiada para respetar todos los intereses de los sectores involucrados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En estas semanas, el señor Senador Tajam ha sido el interlocutor con el 
Ministerio de Economía y Finanzas y me ha trasmitido la intención de la Bancada oficialista de aprobar 
el proyecto de ley en los términos en que está redactado con la modificación del artículo 16 sugerida 
por el doctor Serra, pero, como es obvio, eso no va a suceder hoy. También es verdad que esta es la 
primera Cámara que trata el proyecto de ley, por lo que después podrá existir una segunda instancia. 


Hablando con el señor Senador Tajam le manifesté -y se lo quiero decir al resto de los 
integrantes de la Comisión- que a nivel de la DGI y del Ministerio de Economía y Finanzas se han 
comenzado a tomar acciones contra las sociedades, entonces, más allá de que en lo personal no 
comparto buena parte del contenido del proyecto de ley, estoy convencido de que es necesario contar 
con una ley para culminar este proceso y, de alguna manera, detener esas acciones y dar una nueva 
oportunidad para cumplir lo que hasta ahora no se ha cumplido. 


SEÑOR GAMARRA.- En ese sentido, aplaudo el artículo 5% que establece la exención de sanciones. 
Realmente muchas veces las situaciones son complejas y este mecanismo permitiría sanear y dar una 
segunda alternativa. Para quienes ejercemos la profesión y nos encontramos con situaciones difíciles 
de plazos y demás, esto es una buena cosa y, en ese sentido, valoramos la aprobación de este 
proyecto en la medida en que cuenta con esa disposición. 


SEÑOR BARÁIBAR.- He escuchado los comentarios que ha realizado sobre la premura o la 
conveniencia de aprobar el proyecto de ley rápidamente y, por eso, les pediría que hicieran llegar sus 
sugerencias lo más pronto posible para compatibilizar ambas inquietudes. También entiendo que en 
una ley de esta naturaleza -considero que hay culpas repartidas en torno a la demora- debemos 
tomarnos el tiempo suficiente, aunque tratando de resolverlo lo más brevemente posible, sobre todo, 
teniendo en cuenta que estamos en período electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, sería bueno que nos hicieran llegar cuanto antes sus 
apreciaciones, aunque solo se trate de modificaciones de redacción. 


Por otra parte, entiendo que no se debe descartar la posibilidad -si logramos un consenso- 
de aprobar un artículo que le dé una solución al tema de los administradores, que fue enfáticamente 
planteado por los contadores. Además, es lógico porque en este mundo no se puede dar la situación 
de que una persona no pueda renunciar al desempeño de una responsabilidad en temas comerciales. 
La excepción son algunos casos vinculados al Derecho de familia. 


Agradecemos a los invitados su presencia y la exposición realizada, que ha sido sumamente 
ilustrativa. Quedamos a la espera de las sugerencias que nos quieran hacer llegar. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 29 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
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